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Honorable Cámara de Diputados:


A S.E. EL 


PRESIDENTE


DE LA H. 


CAMARA DE


DIPUTADOS.


Tengo el honor de someter a consideración del H. Congreso Nacional un proyecto de ley mediante el cual se crea la Defensoría Nacional del Usuario.


I.	LA ACTIVIDAD PRESTACIONAL DE LA ADMINISTRACION


La actividad administrativa de prestación es aquella por la que la Administración, sin limitar ni incentivar la actividad privada, satisface directamente una necesidad pública mediante, justamente, la prestación de un servicio a los administrados. Estos servicios pueden ser muy variados como, por ejemplo, el transporte, el abastecimiento, la enseñanza, la sanidad, etc.





Los elementos que singularizan esta actividad de la Administración son tres.





En primer lugar, la actividad prestacional no precisa, necesariamente, la actuación administrativa investida de imperium y revestida de autoridad. Más bien, constituye un variado complejo de acciones de dación de asistencia y cobertura frente a contingencias vitales, servicios o bienes.





En segundo término, la declaración expresa hecha por la ley, que la actividad será asumida por el Estado, determinándose el alcance de las prestaciones en favor de los administrados. Ello implica que no hay actividades públicas por naturaleza. Sin embargo, una vez hecha dicha declaración todo un ámbito o sector, los privados carecen de título para operar en el mismo, salvo que se lo confiera expresamente la propia administración. 





Por último, el servicio o actividad tiene un contenido económico que lo hace susceptible de explotación por empresarios particulares.





Cabe hacer presente que toda actividad administrativa de prestación, en cuanto está definida explícita o implícitamente como de servicio público, comporta la existencia de una relación entre la Administración que la desempeña, o el concesionario que en nombre de ella actúa, y el particular beneficiario de la misma.





El primer aspecto relevante de esa relación es el derecho del particular a ser admitido al disfrute del servicio. Pero este derecho puede resultar enervado por la circunstancia de que la capacidad del servicio no sea suficiente para atender la demanda de prestaciones.





La admisión del usuario al disfrute del servicio, supone la sumisión de éste a una relación especial de poder y a las reglas de un ordenamiento jurídico especial constituido por las leyes, reglamentos y normas internas que rigen su funcionamiento.





El contenido obligacional estricto de la relación entre prestación misma, integrada, de una parte, por la materialidad de ésta y, de otra, por el precio, además de constituir una relación administrativa de prestación, puede calificarse al propio tiempo de contrato privado según el objeto de la prestación.





Por ello, la relación de prestación es, en muchos casos, una relación mixta con elementos públicos y privados.








II.	EL SERVICIO PUBLICO





La finalidad general de los servicios públicos es la de procurar la atención de necesidades de interés público mediante prestaciones dirigidas a los particulares, individualmente o en su conjunto.





De ahí que puedan identificarse los siguientes elementos que conceptualizan un servicio público.





En primer lugar, el servicio público debe consistir en una actividad de prestación, de cualquier tipo que sea, es decir, debe consistir en una actividad que tienda a otorgar a otros un servicio, una ventaja, un beneficio, un bien, etc.





El concepto de prestación, entendido en sentido técnico, se vincula con la existencia de una concreta relación jurídica entre dos sujetos, de cuya relación la prestación constituye el objeto.  La prestación, por tanto, es una actividad que un sujeto debe efectuar en beneficio de otro sujeto, a quien se proporciona una utilidad concreta en virtud de una relación jurídica de naturaleza obligatoria entre las dos partes.





La prestación, entonces, debe ser dirigida, directa o indirectamente, a personas que puedan ser individualizadas. El común denominador de esta actividad es servir al público. La prestación, pues, tiene por objeto proporcionar una utilidad concreta a los particulares, sea esta utilidad de orden asistencial o de orden económico.





La prestación del ente público debe representar el elemento esencial de la relación, de modo que puede o no traer aparejada una eventual retribución de parte del usuario. La prestación ha de tener por objeto directo e inmediato la satisfacción, en sí y por sí, de necesidades individuales de importancia colectiva.





Por otra parte, la actividad en que consiste el servicio es asumida por la administración, lo cual implica que debe existir una decisión en tal sentido, adoptada a través de los medios que sean conducentes para ello. Esa decisión estatal, en nuestro ordenamiento jurídico, asume la forma de ley.  





La satisfacción de los intereses generales no es monopolio del Estado.  Por ello, lo que caracteriza al servicio público, desde este punto de vista, es que la satisfacción de una necesidad de interés general constituye el objeto de su creación. Una actividad se convierte en servicio público cuando los poderes públicos deciden asumirla para dar satisfacción a una necesidad de interés general que, sin esa intervención, sería insatisfecha o satisfecha insuficiente�men�te.





La apreciación del interés general es discrecional y queda en manos del poder público. Es el legislador quien decidirá, en cada supuesto, cuándo el interés general debe ser satisfecho por el procedimiento del servicio público. De allí, entonces, que no haya un criterio uniforme para determinar lo que son servicios públicos; ello dependerá de las necesidades que en cada época se presenten.





Como tercer elemento, debe señalarse que la administración puede cumplir la actividad en que consista el servicio público por sí misma, es decir, en forma directa, o bien, de modo indirecto.





En otras palabras, si la prestación se hace en forma directa, es la propia administración la que realiza la prestación. Si se hace en forma indirecta, la prestación se lleva a cabo a través de los administrados, ya sea que éstos actúen en forma individual o bajo la forma de empresa.  Si se trata de una prestación de carácter económico, se utiliza  el sistema de concesión de servicios públicos.





Pero debe quedar en claro que la titularidad de un servicio público es siempre del Estado. Lo que se entrega a los particulares es su operatividad, sin perjuicio de existir titularidad privada sobre el mecanismo de operatividad. 





En un cuarto lugar, el servicio público debe siempre estar previsto para atender la satisfacción de necesidades de interés público. Es indiferente que esas necesidades de interés público sean uti singuli o uti universi, pues respecto de ambas puede jugar la decisión estatal de crear para su atención un servicio público.





Por último, el servicio público se presta conforme a un régimen especial, que le es propio y que permite diferenciarlo de otras actividades administrativas. Entre otros caracteres, destaca el régimen de derecho público a que está sujeto, y por ende exorbitante del derecho privado, no sólo por aplicarse a una actividad administrativa específica, sino también por así imponerlo el predominio del interés público comprometido en la prestación en que consista el servicio. Ello no implica, como es natural, que puedan aplicarse también principios y técnicas propios del derecho privado. Eso es particularmente cierto en la relación que se produce, por ejemplo, entre el concesionario y un usuario. Mientras el régimen del concesionario con la administración es predominantemente de derecho público, el que rige al concesionario con el usuario es fundamentalmente privado.





Sin embargo, cabe precisar que los servicios públicos, para ser tales, deben estar no sólo dirigidos a la satisfacción de necesidades de interés general, sino también sometidos a un régimen especial, predominantemente de derecho administrativo, y en el cual aparecen las potestades propias de la administración, principalmente las relativas al control de esa actividad.











III.	EL USUARIO DE UN SERVICIO PUBLICO





La persona natural o jurídica que utiliza un servicio público, se denomina usuario.





La naturaleza jurídica de la atribución del usuario para usar el servicio público, es la de un derecho subjetivo, dentro, claro está, de los límites que imponen las normas reglamentarias pertinentes.





Este derecho subjetivo del usuario a "usar" del servicio, se funda también en la obligación del Estado de tutelar el interés público y darle satisfacción.  La obligatoriedad y generalidad propios del servicio público, son fundamento del derecho del usuario a utilizar el servicio.





Frente al derecho subjetivo de exigir la prestación del servicio por parte del usuario (sujeto activo), existe la obligación jurídica el Estado (sujeto pasivo) de prestarlo.





Ahora bien, la relación jurídica entre el usuario y el prestador del servicio, puede ser reglamentaria o contractual. La diferencia entre reglamentario y contractual, la da la naturaleza intrínseca del servicio en cuestión, el modo en que es utilizado por el usuario y su forma de retribución. Existen también los casos en que la relación puede tener una doble o mixta naturaleza jurídica: reglamentaria y contractual.





Por otra parte, el público usuario del servicio tiene el derecho a usar del servicio, y a usarlo de modo uniforme, es decir, en las mismas condiciones para todos, siempre que se cumplan las normas y reglamentaciones generales de policía que la autoridad administrativa haya dictado y que se refieren al comportamiento social de los miembros de una colectividad, y las normas contractuales pertinentes.





El usuario también tiene el derecho de recurrir ante la autoridad que tiene a su cargo el servicio, cuando éste no se preste en forma regular, continua e igualitaria.





Tratándose de los servicios concedidos, el particular puede recurrir a quien tiene la supervigilancia del servicio concedido, por el incumplimiento por parte del concesionario a la obligación de prestar servicio en forma regular, continua y uniforme.  A la autoridad correspondiente tocará aplicar las sanciones pertinentes, pudiendo llegar hasta la terminación anticipada de la concesión por incumplimiento.





Sin perjuicio de lo anterior, como las relaciones entre el concesionario de un servicio público y los particulares se encuentran sometidas al derecho común, el particular puede recurrir ante los tribunales para reclamar la indemnización de perjuicios en contra del concesionario. 








IV.	PRINCIPIOS QUE INSPIRAN EL ACCIONAR DE UN SERVICIO PUBLICO





La prestación de todo servicio público tiene los siguientes principios comunes: continuidad, regularidad e igualdad. 





1.	Continuidad





La prestación de los servicios públicos debe ser continuada, es decir, no debe ser interrumpida, pues ello contribu�ye a su puntualidad y regularidad, así como a su eficiencia y oportunidad.





Ahora bien, la continuidad puede ser absoluta o sólo relativa.  





La continuidad absoluta opera respecto de servicios que atienden necesidades permanentes y, por tanto, que deben estar siempre cubiertas, tal como ocurre con el suministro de agua, gas o electricidad.





La continuidad relativa, en cambio, opera cuando se atienden requerimientos que son intermitentes, es decir, que se presentan en ciertos momentos, pero no en otros.





De cualquier manera, quien presta un servicio público debe abstenerse de realizar todo tipo de actos que puedan llegar a atentar o afectar esa continuidad. De ahí que la falta de continuidad constituye una falta al sistema de prestación, que debe ser sancionada como tal.





La continuidad de los servicios públicos se asegura por medio de diferentes mecanismos jurídicos, entre los cuales cabe citar los siguientes: 





a.	la exclusión de la posibilidad que se puedan realizar huelgas o paros de los empleadores que suspendan o dificulten la prestación del servicio; 





b.	la ejecución directa por la administración pública, en aquellos casos en que el servicio haya sido otorgado a un concesionario y que éste no lo presta de manera debida; 





c.	la imposibilidad de que se admita la ejecución forzada de bienes que están afectados a la prestación de servicio, y de cuya privación pueda resultar perjuicio para el servicio; 





d.	la aplicación de la teoría de la imprevisión, como medio de asegurar la ecuación económico-financiera de los contratos de concesión de servicios públicos, y de ese modo la continuidad de su prestación;  





e.	la aplicación de sanciones administrativas en el caso que se afecte la continuidad.





El servicio público, por ser tal y por afectar al interés público, debe ser prestado de manera que satisfaga las necesidades que tiene que cubrir, y la administración debe contar con todos los medios, expresos o implícitos, para que se obtenga ese resultado.





2.	Regularidad.





Todo servicio público debe ser cumplido, además, de manera regular, es decir, se debe prestar conforme a las reglas, normas y condiciones que hayan sido preestablecidas para ese fin o que le sean aplicables, las cuales determinan, en su conjunto, la forma de prestación de dichos servicios.





No debe confundirse la regularidad con la continuidad, puesto que si la continuidad se refiere a la realización ininterrumpida del servicio público, la regularidad se vincula con su debida presta�ción, con la manera en que tiene que llevarse a cabo. De este modo, puede ocurrir que un servicio público se esté prestando con continuidad, pero sin regularidad.





3.	Igualdad.





La uniformidad o igualdad implica que todos los posibles usuarios de un servicio público tienen derecho a exigir y recibir las presta�ciones que éste otorgue en igualdad de condiciones





Ello no implica una igualdad absoluta, ya que no contradice este principio el hecho de que, en situaciones diferentes entre sí, quepa admitir la prestación del mismo servicio en condiciones desiguales.  Así, por ejemplo, a los abonados telefónicos que no desean figurar en la guía, se les cobra una tarifa mayor, por el recargo de tareas que significaba para la empresa el tener que no informar, a su respecto, a otros usuarios que deseaban comunicarse con aquéllos.





La uniformidad o igualdad en los servicios públicos no es más que un resultado del principio de igualdad ante la ley, consagrado por nuestra Constitución.





Cierta parte de la doctrina acepta que la uniformidad o igualdad se puede dar tanto en el caso de los servicios públicos uti singuli como en el de los uti universi, aunque otros autores entienden que en los servicios uti universi no tiene cabida, ya que el servicio se presta a toda la comunidad, como tal, por lo que no existen términos comparativos de igualdad posibles.





La igualdad a que está sujeto todo servicio público en su prestación trae dos importantes consecuencias: la generalidad y la obligatoriedad. 





a.	La generalidad del servicio público consiste en el reconocimiento de que todos los habitantes tienen el derecho de utilizarlos, dentro de las modalidades establecidas, sin que se pueda negar a unos, sin causa debida, lo que se concede a otros.





En consecuencia, la generalidad niega la posibilidad de que haya exclusiones arbitrarias o indebidas.  Quien tenga la necesidad de utilizar un servicio público, debe poder hacerlo para satisfacer esa necesidad.





Como se observa, la generalidad es inherente al carácter "público" del servicio y, por tanto, una de sus condiciones básicas.





b.	La obligatoriedad se traduce en el deber  de quien tiene a su cargo la realización de un servicio -ya sea la administración pública o un concesionario- de prestarlo necesariamente, cada vez que le sea requerido por cualquier usuario.





Esta obligatoriedad, en consecuencia, no se la debe confundir con la que puede recaer sobre los usuarios, en el supuesto de que se trate de servicios públicos obligatorios, como ocurre -por ejemplo- con la educación primaria, máxime cuando existe una mayoría de servicios que son de uso voluntario para los habitantes y que éstos usan cuando sienten la necesidad que el servicio público está destinado a satisfacer.





En razón de esta obligatoriedad de los servicios públicos, quien los presta no tiene la posibilidad de elegir su destinatario, sino que debe cumplirlo -como queda dicho- respecto de cualquiera que los requiera.





La negativa a prestar el servicio configura una falta gravísima que siempre debe ser sancionada, pudiendo llegarse, en los casos de servicios concedidos, hasta la caducidad o extinción de la concesión.





En el fondo, si el servicio público no se presta a quien lo necesita, se transgrede la razón de interés público que dio origen a su creación.








V.	APROXIMACION GENERAL SOBRE LA DEFENSORIA DEL USUARIO.





Una vez descrita la actividad prestacional de la administración, corresponde abordar las vinculaciones que existen entre aquella y la defensoría de los usuarios.





La defensoría de los usuarios es, en primer lugar, una de las manifestaciones de la institución denominada defensor del pueblo que, en pocas palabras, defiende los derechos y libertades individuales y colectivas de la ciudadanía. Esta institución es un órgano que tiene por finalidad tutelar los derechos de las personas, vigilando y controlando, en la mayoría de los casos, la actividad de la administración del Estado, atendiendo quejas de la ciudadanía. Tiene amplios poderes de investigación y un rol crítico de las actuaciones administrativas deficientes, teniendo potestad para publicar sus informes. Además, actúa con poder para recomendar, pero no tiene potestad para revocar ningún acto administrativo.





El defensor del usuario se configura como un ombudsman con competencia específica y se presenta como una solución a los conflictos generados por la creciente complejidad y aumento de tamaño del aparato estatal y por la complejidad del mercado.





En efecto, por un lado, la institución permite resguardar los derechos que puedan ser pasados a llevar por el accionar de los servicios públicos. Por otro lado, su acción fiscalizadora permite desarrollar mejoras en la accionar de los servicios públicos.





Bajo la primera perspectiva, el defensor es un control que permite fortalecer el Estado de Derecho, reparando injusticias y promoviendo el progreso. Esta institución posibilita la preeminencia del derecho por sobre toda acción administrativa arbitrario, con lo que se asegura el respeto por el libre ejercicio de los derechos de los ciudadanos.





Bajo la segunda perspectiva, este control eleva las exigencias sobre la gestión estatal, en la medida que implica mejorar el desempeño de los funcionarios y la atención, disminuir tiempos de trámites, malos tratos etc.  El defensor puede constituirse en un elemento dinamizador de los servicios públicos y su funcionamiento, dando protección al usuario ordinario, a la persona natural, frente al poder de la Administración.





Este potencial se debe básicamente a que presenta ciertas ventajas frente a otros tipos de controles. En efecto, constituye un medio de control externo, más autónomo e independiente que el control administrativo jerárquico, lo que puede contribuir a su eficiencia y eficacia. Por otra parte, cuenta con un procedimiento informal y de más fácil acceso a los administrados. Adicionalmente, supera las limitaciones del control jurisdiccional y posibilita la participación de la comunidad, en especial de los más pobres, que no pueden reclamar a través de vías jurisdiccionales ordinarias por falta de los recursos necesarios.





Puede afirmarse que el fin esencial del defensor del usuario es la protección de los derechos de los ciudadanos frente a la actividad de los poderes públicos.  La simple observación de la vida cotidiana pone de manifiesto que los mecanismos jurisdiccionales, administrativos y políticos para el control de los actos de la administración, no son suficientes para la debida protección de los ciudadanos.  Por los intersticios del sistema, se producen fugas, que no llegando a cuestionar su validez para el administrado, sin embargo representan menores o mayores atentados a sus derechos. Ante ello debe, para su defensa, recurrir a profesionales y enfrentar interminables e incomprensibles procedimientos o resignarse a su impotencia.





La aceptación de este diagnóstico, que los mecanismos jurisdiccionales, políticos y administrativos, son insuficientes para garantizar la debida protección de los derechos de los destinatarios de los servicios públicos, es la idea básica desde la cual se concibe el defensor de usuarios.





En efecto, en nuestro ordenamiento no existe un régimen general de procedimiento administrativo y una jurisdicción de lo contencioso y administrativo que facilite a los administrados la conducción de sus reclamaciones contra los actos de la administración.  Lo anterior no se contradice con que en el derecho comparado, incluso contando con normas generales de procedimiento y jurisdicción especializada, se haya estimado valiosa la aportación específica que el ombudsman realiza para reforzar el bloque de garantías de los derechos de los administrados, asumiendo de este modo el principio que no bastan los controles de legalidad y jurisdiccionales para impedir las actuaciones identificadas como "mala administración".





Por otra parte, a diferencia de los otros controles sobre la actividad de la administración, investidos de imperio y potestades punitivas, el ombudsman carece de potestad sancionadora.  Es un órgano revestido de autoritas, no de potestas; es una magistratura de disuasión y no de imposición coercitiva.  Su sanción es la apelación a la opinión pública, a la sanción social, a la censura pública, al enjuiciamiento de los ciudadanos.





El defensor del usuario no es, por tanto, un agente fiscalizador, su poder no es de revocación o de anulación sino de persuasión e influencia respecto de la autoridad administrativa o de iniciativa hacia las autoridades administrativas.





Por eso, la legislación comparada le otorga garantías de divulgación amplia, por los medios de comunicación, de sus actividades, informes y relaciones. Debido a que carece de poder resolutivo, para contribuir a su efectividad, se requiere una fuerte publicidad de sus actividades y decisiones. Sin una extendida difusión de sus acciones y resoluciones, éstas carecen de importancia y, por lo tanto, pierden su potencial disuasivo en relación a los casos investigados, con lo que se debilita el poder fiscalizador de la institución. Por otra parte, esta divulgación promueve la formación de una opinión pública activa para juzgar a los servicios públicos y sus funcionarios; con ello aumenta la participación de la ciudadanía en la gestión pública y las acciones del defensor adquieren mayor relevancia.





Esto implica que los ombudsman sólo son posibles en el marco de una institucionalidad democrática.  No siendo una de las instituciones básicas de ella, como el Parlamento, sí es un complemento de la institucionalidad existente, que refuerza el régimen de garantías de los derechos ciudadanos frente al Estado y la transparencia de las actuaciones de éste y sus funcionarios.








V.	LA DEFENSORIA NACIONAL DEL USUARIO EN EL PROYECTO





1.	Notas distintivas.





La Defensoría Nacional del Usuario que mediante este proyecto de ley se propone crear, tiene tres rasgos que la singularizan. Es un órgano de la Administración del Estado; su rol es proteger los derechos de los usuarios de servicios de utilidad pública; y no tiene potestades resolutivas.





a.	La Defensoría Nacional del Usuario es un órgano de la Administración del Estado, que se estructura como un servicio público funcionalmente descentralizado.





Como órgano de la Administración del Estado, es un colaborador del Presidente de la República en su tarea de gobierno y administración.





Su carácter de servicio público lo convierte en un órgano administrativo encargado de satisfacer necesidades colectivas, de manera regular y continua. Implica, además, que queda inserto dentro de la estructura orgánica de la Administración y que no le compete definir políticas, sino sólo la ejecución de aquellas que los Ministerios definan para el ámbito de su accionar. 





Su condición de servicio público funcionalmente descentralizado, implica, por una parte, independencia para el desarrollo de su gestión porque sólo queda sujeto a la supervigilancia del Presidente de la República; y, por la otra, que está dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios. 





Adicionalmente, y atendida la naturaleza de su función, el proyecto propone reforzar la independencia de la Defensoría Nacional del Usuario que emana de su condición de servicio público descentralizado, estableciendo que en el ejercicio de sus funciones será independiente de todas las autoridades. Podrá, en consecuencia, ejercer sus potestades en la forma que estime conveniente.





En el mismo sentido anterior, la independencia se refuerza no sólo respecto de la Administración, sino también respecto de los entes a los que se refiere su tarea. Ello se logra, por una parte, prohibiendo al personal de la Defensoría participar en la propiedad de las empresas prestadoras de servicios de utilidad pública, ni de las empresas proveedoras de insumos o servicios de aquellas. También se obtiene estableciendo la incompatibilidad del personal de la Defensoría con cargos de elección popular así como con la calidad de afiliados a partidos políticos o a sindicatos.  Por la otra, estableciendo que su personal de planta y a contrata no puede prestar servicios como trabajador dependiente, o ejercer actividades propias del título o calidad profesional o técnica que posean, para personas naturales o jurídicas que puedan ser objeto de la acción de la Defensoría. Asimismo, contribuye a este concepto, el régimen remuneratorio previsto en el proyecto, el que contempla asignaciones que aseguran su dedicación exclusiva a las tareas del servicio.





En otro orden de consideraciones, la Defensoría Nacional del Usuario, en tanto servicio público funcionalmente descentralizado, puede tener presencia regional, sin requerir para ello tener el carácter de órgano territorialmente descentralizado. Para ello, dentro de sus facultades, se le permite establecer la de establecer oficinas en regiones cuando las necesidades del servicio así lo aconsejen.





b.	El rol de la Defensoría Nacional del Usuario.





Como órgano de la Administración del Estado, la Defensoría se inserta dentro del Poder Ejecutivo. Su rol, según se ha señalado, es colaborar con el Presidente de la República en su tarea de gobierno y administración.





De conformidad con la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, todo órgano de la administración debe cumplir su tarea con eficiencia y atender las necesidades públicas de manera regular y continua.





Para asegurar el cumplimiento de dichos propósitos, el sistema jurídico se encarga de establecer múltiples controles del más diverso signo. Algunos son internos y otros externos; unos son políticos y otros jurídicos; en fin, unos velan por la legalidad y otros por el mérito de la actuación de la administración. 





La administración, entonces, no carece de controles. Lo mismo sucede con los particulares que realizan una actividad prestacional, que están sujetos a la fiscalización de los organismos reguladores y al cumplimiento de los contratos que tienen con sus respectivos usuarios, los que constituyen los directos controladores de su actuación.





La Defensoría no pretende sumarse a los diversos controles que se realizan respecto de la administración. Su rol es más bien colaborar en la tarea de hacer una administración más eficiente, de modo que se satisfagan oportuna y completamente, las necesidades públicas que deben atender los órganos que cumplen la tarea de servicio público.





De ahí que la Defensoría no actuará como un control clásico. No contrastará actuaciones con un parámetro objetivo, para luego aplicar una sanción. Su propósito no será sancionar, multar, revocar ni invalidar; su objetivo no será reprimir. Por eso, mas que instrumentos sancionatorios, tiene potestades para lograr que determinadas situaciones no vuelvan a repetirse. 





El proyecto parte de la base que el control y la fiscalización son ejercidas por  otros organismos. En efecto, el ordenamiento jurídico encarga a otros órganos velar por la legalidad o corrección de la actuación de los servicios públicos. En esta tarea, la Defensoría no está llamada a intervenir, pues su propósito no es detectar infracciones, sino lograr que el usuario se sienta bien atendido, que sus derechos sean adecuadamente protegidos.





Por ello, no puede ubicarse a la Defensoría entre los entes que controlan a la administración. Su rol no es velar por el respeto a la legalidad o evitar la corrupción; su tarea es más bien proteger al usuario; ayudarlo a que sus derechos no se vean amenazados o lesionados. Ello lo convierte en un servicio abierto a las personas, a sus demandas, a sus inquietudes. 





De este modo, la Defensoría no es un órgano vuelto hacia las normas. Es un ente que enfoca su acción hacia los derechos. No es tampoco un órgano vuelto hacia el interior de la administración, sino que está disponible para acoger las inquietudes y reclamos de las personas ajenas a la propia administración.





Su tarea es, entonces, ayudar a los usuarios, velar porque no se vulneren sus derechos. Y, al cumplir esa tarea, colabora a que la administración ejecute cabalmente el mandato de ser eficiente y de satisfacer las necesidades públicas de manera regular y continua.   





Ahora bien, el proyecto propone la creación de un servicio público cuya principal misión es la protección de los derechos de los usuarios de ciertos servicios de utilidad pública, sean éstos prestados por la administración o por entidades privadas que los prestan en nombre de aquella. Por ello, el ámbito de su competencia es la actividad de prestación de esos servicios de utilidad pública, es decir, los sujetos pasivos de su accionar son los organismos públicos o las entidades privadas que realizan tales prestaciones. No se extiende su competencia a otros ámbitos de la administración ni de la economía nacional.





La actividad prestacional que constituye el ámbito de acción de la Defensoría no se integra por todos los servicios de utilidad pública, sino sólo por aquellos que tienen un contenido material, es decir, aquellos en que la prestación consiste en proporcionar al usuario ciertos bienes o servicios tangibles o concretos, indispensables para su subsistencia y normal desenvolvimiento en la sociedad. Se excluyen, de ese modo, aquellos servicios cuyo objeto consiste en prestaciones de índole económica, de índole cultural o cualquier otro de naturaleza intangible o inmaterial. Se trata, entonces, de servicios denominados uti singuli, dirigidos a la ciudadanía como conjunto, pero que se concretan en  prestaciones a sujetos individualmente considerados. Se trata de servicios que el Estado está obligado a proporcionar, sea directamente, sea a través de particulares a quienes encomienda o autoriza su explotación. 





Desde la perspectiva de los prestadores, la actividad dirigida al otorgamiento del servicio involucra la explotación de una industria o actividad económica y, por ello, los servicios públicos referidos son retribuidos por el usuario, mediante el pago de un precio o tarifa.





La protección que la Defensoría está llamada a otorgar, se refiere a los derechos de los usuarios de esos servicios de utilidad pública. De ahí que están legitimados para dirigirse a la institución y reclamar su intervención, tanto las personas naturales que ostenten tal condición, como las juntas de vecinos, las organizaciones comunitarias, las organizaciones de consumidores y usuarios, las organizaciones gremiales y cualquier otra entidad asociativa de interés social.





En el caso de las personas naturales, su legitimación para recurrir a la Defensoría está condicionada al ejercicio previo de la reclamación ante los organismos fiscalizadores competentes o ante el organismo público prestador del servicio. Ello, porque el accionar de la Defensoría, como se ha dicho, no tiene por objeto sustituir o eliminar la actuación de los controles ordinarios previstos en la legislación.





Por otra parte, se reconoce legitimación a ciertas entidades asociativas de interés social, en la medida que ellas representan un interés colectivo. Este es una variedad del interés legítimo, que se caracteriza por corresponder indiferenciadamente a una pluralidad, más o menos determinada, de personas. Es el interés común de un grupo identificable, de una colectividad o comunidad menor. Eso lo distingue del interés difuso, que corresponde a una categoría no estructurada en una colectividad determinada, al que no se reconoce en este proyecto legitimación ante la Defensoría.





Ahora bien, este rol tutelar de los derechos de los usuarios, lo realizará la Defensoría a través de varios instrumentos. En primer lugar,  mediante la investigación de actos u omisiones que puedan amenazar, perturbar o lesionar los derechos de los usuarios en las actividades de prestación que están dentro del ámbito de su competencia.





La investigación es una de las herramientas de intervención que tiene la Defensoría para el cumplimiento de sus fines. Puede operar de oficio o a requerimiento expreso, pero no opera como mecanismo automático, sino que exige una evaluación previa de los fundamentos de la petición o denuncia y la dictación de una resolución que le de inicio. Alternativamente, en base a dicha evaluación, puede optar por iniciar la instancia de negociación voluntaria que se describe más adelante, o bien, rechazar la petición mediante resolución fundada si estima que carece de fundamentos suficientes. 





El propósito de la investigación es realizar todo tipo de diligencias para descubrir o recopilar antecedentes que permitan a la Defensoría determinar si han existido acciones u omisiones que representen vulneración de los derechos de uno o varios usuarios del servicio de utilidad pública de que se trate. 





Cabe precisar que la protección a que está llamada la Defensoría son los derechos de los usuarios, no intereses ni expectativas. Los derechos pueden tener origen normativo o contractual, pero la investigación opera sólo en la medida en que éstos sean afectados en alguna de las formas que el proyecto define, es decir, mediante amenaza, perturbación o lesión. La amenaza es el presagio de un mal inminente; perturbar es trastornar el goce pacífico de un derecho; y lesionar es provocar perjuicio esencial en el goce o ejercicio del derecho.





La investigación debe tener carácter sumario e informal, es decir, debe ser breve y no estar sujeta a reglas o formalidades pre-establecidas que determinen un orden consecutivo de actuaciones. Esta condición responde, por una parte, a la circunstancia que la Defensoría no es una instancia jurisdiccional, y por la otra, a la necesidad de no coartar o limitar su iniciativa y creatividad en la búsqueda de la adecuada protección de los derechos de los usuarios.





El segundo instrumento mediante el cual la Defensoría realiza su rol protector de los derechos de los usuarios, consiste en representar a las entidades, organismos o autoridades responsables de la adecuada prestación de los servicios de utilidad pública, los actos u omisiones abusivos, negligentes o arbitrarios ocurridos en la actividad prestacional respectiva. Del mismo modo, puede instar, ante quien corresponda, por la adopción de las medidas rectificatorias o correctivas pertinentes.





Esta facultad consiste en hacer presente el resultado de la investigación que haya efectuado, refiriendo el carácter abusivo, negligente o arbitrario de las acciones u omisiones indagadas y la vulneración de los derechos de los usuarios que aquellos han producido. De ahí que, para que proceda esta facultad, se requiere que la investigación haya permitido concluir que esos actos u omisiones han revestido alguno de los caracteres indicados. 





Cabe precisar que serán abusivos cuando sean impropios o indebidos; serán negligentes si denotan o conllevan descuido injustificable; en fin, serán arbitrarios, si son carentes de razón o de motivo plausible.





A la representación se suma la petición o requerimiento, ante las entidades u organismos pertinentes, que la Defensoría efectúa, demandando la pronta corrección de las situaciones que han producido vulneración de los derechos de los usuarios.





Esta facultad se ejerce tanto respecto de los organismos públicos o entidades privadas responsables de la prestación del servicio de utilidad pública de que se trate, como también respecto de los organismos fiscalizadores de aquellas actividades.





Este mecanismo corresponde exactamente a la naturaleza no resolutiva y no jurisdiccional de la Defensoría. En efecto, su interés no debe ser la constatación de una infracción normativa o la aplicación de una sanción, sino la obtención de medidas correctivas para las situaciones abusivas o lesivas que detecte y, especialmente, lograr que éstas no se repitan. Por ello, cuando se ejerce esta facultad, no obstante el carácter no vinculante de su informe y recomendación, las entidades destinatarias están obligadas a informar sobre la adopción de medidas correctivas o, en su defecto, acerca de los motivos que las han impedido. 





El tercer instrumento con que cuenta la Defensoría consiste en formular, a las entidades prestadoras de servicios de utilidad pública o a los organismos fiscalizadores de las mismas, sugerencias y recomendaciones para mejorar la prestación de los servicios de utilidad publica. 





A diferencia de la facultad anterior, en este caso la Defensoría propone mecanismos de perfeccionamiento o sugiere medidas de carácter general, atendiendo al interés general de los usuarios. No se trata de obtener medidas correctivas de situaciones puntuales que hayan sido objeto de su investigación, sino de promover el mejoramiento permanente de la prestación de servicios de utilidad pública. Por lo tanto, estas recomendaciones o sugerencias pueden ser producto de una investigación, o de la evaluación anual de su gestión, como también de un estudio especializado efectuado por la Defensoría o por encargo de ésta.





El instrumento privilegiado mediante el cual ejerce esta facultad o atribución, es el informe anual sobre el resultado de su gestión, que la Defensoría debe rendir ante el Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, informe que será objeto de publicación y difusión. 





En cuanto lugar, la Defensoría puede obtener su cometido realizando, directamente o a través de entidades especializadas, estudios relacionados con la prestación de los servicios. Ellos se enfocarán a identificar aspectos y condiciones que contribuyan al fortalecimiento de la protección de los derechos de los usuarios. En este sentido, pueden orientarse hacia el perfeccionamiento de la acción de la propia Defensoría o de la gestión de los organismos fiscalizadores. También pueden tener por objeto la prestación de un servicio de utilidad pública determinado y, en tal caso, sus resultados podrán vertirse en una recomendación o sugerencia a las entidades prestadoras del mismo. 





La Defensoría cuenta, además, con dos instrumentos adicionales para el cumplimiento de su cometido, que se explicarán más adelante. Estos son promover un entendimiento voluntario entre los usuarios afectados en sus derechos de tales y la empresa, organismo o entidad prestadora del mismo; y actuar como parte, representando el interés colectivo y general de los usuarios, en toda clase de procedimientos judiciales.





c.	Su naturaleza no resolutiva.





Como se ha dicho, la Defensoría formula recomendaciones y sugerencias, informes no vinculantes, y solicita la adopción de medidas correctivas. No tiene atribuciones jurisdiccionales, ni resolutivas, ni sancionatorias. Supone la existencia de competencias normativas, fiscalizadoras y sancionatorias especializadas, radicadas en otros organismos del Estado.	





Lo anterior no obsta, sin embargo, a su capacidad o idoneidad para obtener soluciones y resguardos adecuados de los derechos de los usuarios. En efecto, emitido el informe o representación, la Defensoría no se desliga de sus efectos, sino que recibe un informe circunstanciado de las medidas correctivas adoptadas o de las razones que las han impedido. Adicionalmente, tanto durante la investigación, como después de emitido su informe, puede convocar a los restantes organismos del Estado que tengan competencia en el ámbito respectivo, requiriéndoles su colaboración. Complementando lo anterior, la defensoría puede solicitar la colaboración de las entidades privadas concesionarias de servicios de utilidad pública, para el esclarecimiento de las reclamaciones que les afecten.





No obstante su carácter no resolutivo, el proyecto faculta a la Defensoría para promover un entendimiento voluntario entre los usuarios afectados en sus derechos de tales y la empresa, organismo o entidad prestadora del servicio respectivo. Esta instancia mediadora se distingue por las siguientes notas: sólo procede previa solicitud o petición de un usuario o agrupación de éstos; es siempre voluntaria; se sujeta a ciertas formalidades y etapas obligatorias que garantizan su seriedad; y su propósito es lograr un acuerdo que solucione el motivo de inconformidad.





Las etapas regladas para el ejercicio de esta facultad, que se desatan luego de presentada la denuncia o petición, son la comunicación de los antecedentes del reclamo a la entidad respectiva, convocándola a una audiencia donde proponga las alternativas de solución. Celebrada esta audiencia voluntaria, se dejará constancia escrita de la misma y, en caso de haber acuerdo, se remitirá copia del acta suscrita por todos los comparecientes al organismo fiscalizador respectivo. Si, por el contrario, no hay acuerdo, la Defensoría debe decidir, en base a los antecedentes que obren en su poder, si existe mérito para iniciar una investigación, dictando una resolución en tal sentido. 





En razón de su carácter no jurisdiccional, la Defensoría debe abstenerse de ejercer sus facultades o suspender las acciones que esté llevando a cabo, siempre que el asunto sometido a su intervención esté siendo conocido por los Tribunales de Justicia. No obstante, se la faculta para actuar como parte, representando el interés colectivo de los usuarios, en todos los procedimientos judiciales que se refieran a los servicios de utilidad pública que corresponden a su ámbito de acción. 














2.	Organización y personal.





La Defensoría Nacional del Usuario, en tanto servicio público descentralizado, está a cargo de un director nacional que, para estos efectos, se denomina Defensor Nacional del Usuario. Es el jefe superior del servicio y es un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República. 





Corresponde al Defensor Nacional del Usuario, en su calidad de jefe superior del servicio, entre otras funciones, dirigir la institución y asumir la organización, administración, planificación y fiscalización de sus actividades, pudiendo delegar las facultades mencionadas en el Subdirector; establecer oficinas regionales, cuando el buen funcionamiento del servicio así lo exija; y ejecutar los actos y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines de la Defensoría, y administrar su patrimonio.





Cabe consignar que el Defensor Nacional del Usuario, en el ejercicio de sus funciones, debe actuar independiente de todas las autoridades.  Puede, en consecuencia, ejercer sus potestades y defender los intereses que le están encomendados, en la forma que estime arreglada a derecho, según sus propias apreciaciones.





Por otra parte, en materia de personal, el proyecto opta por una planta pequeña de funcionarios, de veinte en total, con una fuerte concentración en los niveles de técnicos y de profesionales.





Asimismo, los dota de una remuneración acorde con su función, con la dedicación exclusiva y con la independencia que deben tener en el cumplimiento de sus cometidos. En efecto, su régimen remuneratorio es el de los organismos fiscalizadores.





3.	Procedimiento





El proyecto también se encarga de establecer un procedimiento que regula la intervención de la Defensoría. Los principios formativos de éste, son los siguientes.





En primer lugar, la intervención de la Defensoría puede iniciarse de oficio o a petición de parte. En ambos casos, se reconoce el principio de la oficialidad, en virtud del cual la Defensoría debe asumir un rol activo tanto en el inicio del procedimiento, como en su impulso progresivo hasta su total conclusión. En este sentido, la Defensoría deberá siempre emitir un informe o recomendación. 





Enseguida, otro principio recogido en el proyecto es la informalidad. Si bien, las peticiones de intervención deben formularse por escrito, con una exposición clara de los hechos que la motivan, la investigación que realiza la Defensoría no está sujeta a formalidades, ni a un procedimiento reglado. 





Por otra parte, el procedimiento reconoce el principio de la deferencia. Conforme a éste, la Defensoría debe registrar y acusar recibo de todas las peticiones que se le dirijan. 





De otro lado, el procedimiento se inspira en el principio no contradictorio, en virtud del cual el procedimiento establecido en este proyecto no implica la necesidad de confrontación entre el usuario y la entidad u organismo prestador del servicio. 





En la relación con los demás organismos del Estado que tengan competencia en el ámbito de los servicios de utilidad pública, rige el principio de la integración o colaboración. De acuerdo a éste, la Defensoría no está facultada para dictar órdenes o disponer su intervención; sólo le corresponde convocarlos o solicitarles su colaboración para que ejerza sus competencias propias. Es decir, convoca e integra las competencias propias de distintos organismos del Estado en su gestión, por la vía de la colaboración.





El proyecto recoge, también, el principio de la economía. Conforme a él, se deben agilizar las decisiones, impulsar de oficio el procedimiento, suprimir trámites innecesarios, y remover los obstáculos puramente formales.





En este sentido, por una parte, la Defensoría debe rechazar las peticiones que carezcan de fundamento. Por otra, el procedimiento debe ser breve y sumario, propendiendo a la más rápida y efectiva actuación. Por último, este principio también alcanza concreción a través de la bonificación de estímulo a que tienen derecho los funcionarios, la que está asociada a la eficiencia que demuestren en su función.





El principio de la imparcialidad también es reconocido en el procedimiento que establece el proyecto. Conforme a éste, la Defensoría no debe tomar partido ni inclinar la balanza ilegítimamente, en perjuicio de una determinada posición. Su decisión debe basarse en el ordenamiento jurídico y en la finalidad de interés general que justifica su intervención.





En virtud de este principio, el proyecto establece la más amplia independencia del Defensor en el cumplimiento de sus funciones, de modo que las ejerce conforme estime arreglado a derecho. Asimismo, los funcionarios de la Defensoría deben tener dedicación exclusiva a las funciones del servicio y no pueden tener propiedad en las empresas prestadoras de los servicios de utilidad pública comprendidos en su ámbito de acción, ni en las que provean de insumos o servicios a aquellas.





Finalmente, el Gobierno que presido considera que con este proyecto, se da un gran paso en mejorar la eficiencia del Estado y la protección del usuario.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente




















P R O Y E C T O   D E   L E Y:














"TITULO I





Naturaleza, objetivos y funciones.





Artículo 1º.-	Créase la Defensoría Nacional del Usuario, como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, que se relacionará con el Gobierno por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.





	Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas que pueda establecer en otros lugares del país.








Artículo 2º.-	El objeto de la Defensoría Nacional del Usuario será velar por la defensa y protección de los usuarios ante la actividad de prestación de servicios de utilidad publica, ya sea que ésta se efectúe por empresas u organismos públicos, como por entidades privadas en régimen de concesión, tales como los servicios públicos de distribución eléctrica, de telecomunicación, sanitarios, de transporte y suministro de gas, etc.








Artículo 3º .-	Corresponderá a la Defensoría Nacional del Usuario:





	1.	Investigar los actos u omisiones que puedan amenazar, perturbar o lesionar los derechos de los usuarios en las actividades señaladas en el artículo anterior. 





	2.	Formular sugerencias y recomendaciones para mejorar la prestación de los servicios de utilidad publica. Las sugerencias y recomendaciones serán dirigidas a las entidades u organismos prestadores de los servicios de utilidad pública comprendidos en su ámbito de competencia, como también a los organismos fiscalizadores de aquellos.





	3.	Representar a dichas entidades, organismos o autoridades, los actos u omisiones abusivos, negligentes o arbitrarios ocurridos con ocasión de la prestación del servicio respectivo, e instar ante quien corresponda, por la adopción de las medidas rectificatorias o correctivas pertinentes.





	4.	Realizar, directamente o a través de entidades especializadas, estudios relacionados con la prestación de los servicios, para fortalecer la protección de los derechos de los usuarios.





	5.	Promover un entendimiento voluntario entre los usuarios afectados en sus derechos de tales y la empresa, organismo o entidad prestadora del servicio de utilidad pública de que se trate.  





	6.	Actuar como parte, representando el interés colectivo y general de los usuarios, en toda clase de procedimientos judiciales, que digan relación con los servicios de utilidad pública comprendidos en su ámbito de acción, con todos los deberes y atribuciones que le correspondan como tal.





	En el ejercicio de las acciones antes señaladas, la Defensoría Nacional del Usuario estará exento de la obligación de afianzar las resultas del juicio y del pago de costas.








Artículo 4º.-	En el ejercicio de sus atribuciones, la Defensoría Nacional del Usuario emitirá informes y recomendaciones que no tendrán carácter resolutivo ni serán vinculantes para la entidad a la que se dirijan. 





	No obstante, en caso que represente actos u omisiones abusivos, negligentes o arbitrarios, instando por su corrección, la entidad receptora deberá, en el plazo que la Defensoría le indique, informar a ésta de las medidas adoptadas para la corrección de dichas situaciones o, en su defecto, exponer los motivos que impiden su adopción. 








Artículo 5º.-	La Defensoría Nacional del Usuario informará anualmente al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, sobre el resultado de su gestión en el año precedente. En su informe, expondrá el número y tipo de investigaciones realizadas; las sugerencias, recomendaciones, representaciones y mediaciones efectuadas, indicando el resultado de las mismas; los procedimientos judiciales en que ha sido parte; y las deficiencias detectadas en las normas aplicables a los servicios que son objeto de su competencia. A dicho informe acompañará los estudios técnicos procedentes y las estadísticas de su gestión.





	A petición del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, la Defensoría Nacional del Usuario deberá presentar informes extraordinarios sobre asuntos específicos en el ámbito de sus competencias. Asimismo, podrá presentar de oficio dichos informes, cuando la gravedad o alarma social de los hechos a que se refieran así lo ameriten.





	Los informes anuales y extraordinarios serán publicados y difundidos por la institución.











TITULO II





Organización de la Defensoría Nacional del Usuario





Artículo 6º.-	Un funcionario con el título de Defensor Nacional del Usuario será el jefe superior del servicio y tendrá la representación legal, judicial y extrajudicial del mismo.





	El Defensor será designado por el Presidente de la República y será de su exclusiva confianza. 








Artículo 7º.-	La institución contará con un Subdirector, de la confianza del Defensor Nacional y designado libremente por éste. 





	Corresponderá al Subdirector subrogar al Defensor Nacional en casos de ausencia o impedimento temporal para el desempeño de su cargo, y asumir sus funciones en el supuesto de renuncia, fallecimiento o remoción del titular, hasta nueva designación. 





	Al Subdirector le corresponderá ejercer la administración interna de la institución, actuar como ministro de fe y desempeñar las demás funciones que el Defensor le delegue.








Artículo 8º.-	El Defensor Nacional del Usuario, el Subdirector y los funcionarios de la Institución, no podrán participar en la propiedad de empresas prestadoras de servicios de utilidad publica, comprendidos en su ámbito de gestión, ni de empresas proveedoras de insumos o servicios de aquellas.





	Los cargos señalados en el inciso anterior son incompatibles con lo de elección popular, así como la calidad de afiliados a partidos políticos o a sindicatos.








Artículo 9º.-	Corresponderá al Defensor Nacional del Usuario ejercer, especialmente, las siguientes atribuciones:





	1.	Dirigir la institución y asumir la organización, administración, planificación y fiscalización de sus actividades, pudiendo delegar las facultades mencionadas en el Subdirector;





	2.	Establecer oficinas regionales, cuando el buen funcionamiento del servicio así lo exija;





	3.	Ejecutar los actos y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines de la Defensoría, y administrar su patrimonio. En el ejercicio de estas facultades, podrá libremente adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza; y





	4.	Las demás facultades legales y reglamentarias que se requieran para el ejercicio de las funciones señaladas en el artículo 3º de la presente ley.








Artículo 10.-	El Defensor Nacional del Usuario, en el ejercicio de sus funciones, será independiente de todas las autoridades. Podrá, en consecuencia, ejercer sus potestades y defender los intereses que le están encomendados, en la forma que estime arreglada a derecho, según sus propias apreciaciones.








TITULO III





Del Procedimiento





Artículo 11.-	La intervención de la Defensoría Nacional del Usuario podrá iniciarse de oficio o a petición de parte.








Artículo 12.-	Estarán legitimados para dirigirse a la Defensoría Nacional del Usuario, instando su intervención:





	1.	Cualquier persona que ostente la condición de usuario de los servicios y actividades señalados en el artículo 2 y que, previamente, haya dirigido su reclamación ante los órganos fiscalizadores o los organismos públicos responsables de la prestación de los servicios.





	2.	Las Juntas de Vecinos, las organizaciones comunitarias, las organizaciones de consumidores y usuarios, las organizaciones gremiales y cualquier otra entidad asociativa de interés social.








Artículo 13.-	La petición dirigida a la Defensoría Nacional del Usuario instando su intervención en los asuntos de su competencia, se presentará en escrito simple, firmado por el peticionario. Deberá contener una exposición clara de los hechos que la motivan, aportando los medios probatorios de que dispusiere y la identificación del servicio o entidad objeto de la reclamación.





	El escrito señalado en el inciso anterior, deberá presentarse en las oficinas de la institución, personalmente, por correo o telefacsímil, o ante la Secretaría Regional Ministerial de Economía en cuyo territorio jurisdiccional tenga su domicilio el peticionario, la que deberá remitirlo a las oficinas de la Defensor Nacional del Usuario en el plazo de 24 horas.








Artículo 14.-	La Defensoría Nacional del Usuario registrará y acusará recibo de todas las peticiones que se le dirijan. De acuerdo al mérito de las solicitudes,  promoverá un entendimiento voluntario entre los afectados y la entidad reclamada, o bien, resolverá iniciar la investigación si fuere procedente.





	La Defensoría rechazará, mediante resolución fundada, aquellas solicitudes que a su juicio carezcan de fundamento.





	En cualquier caso, suspenderá sus actuaciones si el asunto objeto de su intervención estuviere o quedare sometido al conocimiento de los Tribunales de Justicia, sin perjuicio de lo preceptuado en el numero 6 del articulo 3 de esta ley.








Artículo 15.-	Si la Defensoría resuelve promover un entendimiento voluntario entre los peticionarios y la entidad reclamada, comunicará a esta última el motivo de inconformidad, convocándola para que voluntariamente concurra a una audiencia que fije al efecto y proponga las alternativas de solución que estime convenientes. 





	De dicha audiencia se dejará constancia escrita. En caso de suscitarse acuerdo, éste se formalizará en un acta suscrita por todos los comparecientes, copia de la cual se remitirá al organismo fiscalizador correspondiente.





	Agotada la instancia del entendimiento voluntario sin que se suscite acuerdo, la Defensoría, en base a los antecedentes que obren en su poder, resolverá si inicia o no la investigación.








Artículo 16.-	Resuelto el inicio de una investigación, que tendrá carácter sumario e informal, la Defensoría Nacional del Usuario dará cuenta de los hechos a la entidad responsable de la prestación y al organismo publico competente, para que éstos informen sobre los mismos en el plazo máximo de 15 días, o en el plazo mayor que le fije en atención a la complejidad del asunto o por petición fundada del destinatario.








Artículo 17.-	La Defensoría Nacional del Usuario podrá dirigirse a los organismos públicos pertinentes cuantas veces lo estime necesario, por escrito, personalmente o mediante funcionario autorizado de la institución. Los citados organismos estarán obligados a prestar, de modo preferente y urgente, su colaboración a la Defensoría, aportándole los antecedentes que requiera para el cumplimiento de sus funciones.





	Asimismo, la Defensoría podrá dirigirse a las entidades privadas concesionarias de servicios de utilidad publica, requiriéndoles su colaboración para el esclarecimiento de reclamaciones que les afecten.








Artículo 18.-	Agotados los tramites de la investigación, corresponderá al Defensor Nacional del Usuario evaluar los antecedentes reunidos, y evacuará sus conclusiones en un informe o recomendación, que notificará al reclamante y al servicio o entidad objeto de la investigación, como también al organismo fiscalizador competente.





Título IV





Del Personal y Patrimonio





Artículo 19.-	El personal de planta de la Defensoría Nacional del Usuario y el que se designe para prestar servicios en calidad de contratado, se regirá por las disposiciones de la presente ley y, en subsidio, por las pertinentes del Título I del decreto ley Nº 3.551, de 1981 y las del Estatuto Administrativo aprobado por la Ley Nº 18.834 y sus modificaciones.





	El personal de planta y a contrata de la Defensoría Nacional del Usuario tendrá dedicación exclusiva al desempeño de los cargos que ocupen en el Servicio, los que serán incompatibles con toda otra función en la Administración del Estado, salvo los referidos en la letra a) del artículo 81 de la ley Nº 18.834. No podrá prestar servicios como trabajador dependiente o ejercer actividades propias del título o calidad profesional o técnica que posean, para personas naturales o jurídicas que puedan ser objeto de la acción del Servicio.








Artículo 20.-	El régimen de remuneraciones del personal de la Defensoría Nacional del Usuario será el correspondiente a las Instituciones Fiscalizadoras.








Artículo 21.-	Fíjanse las siguientes plantas del personal de la Defensoría Nacional del Usuario:








Plantas/Cargos	Grado EF 	Número





Defensor Nacional	1	1





Planta de Directivos


Subdirector	2	1


Jefes de Departamento	3	1


		3





Planta de Profesionales


Profesionales	4	2


Profesionales	5	2


Profesionales	6	1


Profesionales	7	2


Profesionales	8	1


		8





Planta de Técnicos


Técnicos	9	2


		2





Planta de Administrativos


Administrativos	12	1


Administrativos	13	2


Administrativos	15	2


		5





Planta de Auxiliares


Auxiliares	18	1


		1





Total Cargos		20








Artículo 22.-	Para ingresar a la Planta de Directivos, se requerirá tener título profesional o grado académico de Licenciado, otorgado por una universidad del Estado o reconocida por éste.





	Para ingresar a la Planta de Profesionales, se requerirá tener título profesional o grado académico de Licenciado, otorgado por una universidad del Estado o reconocida por éste.





	Para ingresar a la Planta de Técnicos, se requerirá tener título de técnico otorgado por un centro de formación técnica del Estado o reconocido por éste.





	Para ingresar a la Planta de Administrativos, se requerirá tener licencia de Educación Media o equivalente.





	Para ingresar a la Planta de Auxiliares, se requerirá haber aprobado la Enseñanza Básica.








Artículo 23.-	El patrimonio de la institución estará constituido por:





	1.	Los aportes que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos.





	2.	Los aportes que efectúen organismos nacionales o extranjeros para el cumplimiento de sus fines.





	3.	Las herencias, legados y donaciones que reciba, siempre que no provengan de empresas u organismos que puedan ser objeto de su investigación.





	4.	Los bienes que adquiera a cualquier título y sus frutos.





	5.	El producto que obtenga de la venta de activos, muebles, inmuebles, libros, publicaciones u otros bienes.








Disposiciones TRANSITORIAS








Artículo 1° Transitorio.-		En el plazo de 90 días contados desde la publicación de la presente ley, se nombrará al primer titular en el cargo de Defensor Nacional del Usuario, en los términos previstos en el artículo 6, quien deberá proveer los restantes cargos de las plantas de personal de la institución, dentro del plazo de 120 días contados desde que asuma el cargo.





Artículo 2° Transitorio.-		El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo a los recursos que se consulten en la Partida Presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.








Artículo 3º Transitorio.-		El patrimonio inicial de la Defensoría Nacional del Usuario se conformará con todos los bienes muebles e inmuebles que para este efecto le transfiera el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante decreto supremo.".





Dios guarde a V.E.,
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